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Expediente: 63001 23 31 000 2002 01171 01 

AUTORIDADES NACIONALES

Actora: MELVA SUÁREZ DE BOTERO

Se procede a decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia del 2 de noviembre de 2006, proferida por el Tribunal Administrativo del Quindío en el proceso de la referencia, mediante la cual se declararon no probadas las excepciones propuestas y se denegaron las pretensiones de la demanda.

I.- ANTECEDENTES

1. LA DEMANDA

Por conducto de apoderado, la señora Melva Suárez de Botero presentó demanda ante el Tribunal Administrativo del Quindío en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho “consagrada en el artículo 85 del Código Contencioso Administrativo en concordancia con el numeral 9 del artículo 132 ibídem, y en el inciso 2° del artículo 22 de la Ley 9 de 1989”, para que accediera a las siguientes:

1. 1.  Pretensiones:

“PRIMERA: Que se declare la nulidad  de la Resolución 03423 de 3 de julio de 2002, proferida por el Director General de la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil, por la cual se resolvió:

ARTÍCULO PRIMERO.- Ordenar, por motivos de utilidad pública y de interés social, la expropiación de una franja de terreno, cuya extensión es de 26.520,72 metros cuadrados, el cual forma parte de la finca LA MARINA ubicada en la vereda El Diamante del Municipio de La Tebaida Departamento del Quindío, cuya propietaria es la señora Melva Suárez de Botero, según consta en el folio de matrícula inmobiliaria N° 820-059322 de fecha 21 de junio de 2002, expedido por la Oficina de instrumentos Públicos de la ciudad de Armenia, Departamento del Quindío, con Cédula Catastral N° 00-01-002-0039-000, cuyos linderos se encuentran consignados en el numeral 7 de la parte considerativa de la presente resolución.

ARTÍCULO SEGUNDO.- El proceso de expropiación correspondiente lo adelantará la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE AERONÁUTICA CIVIL a través de un abogado de la Dirección Legal, División de Representación externa.

SEGUNDA: Que se declare la nulidad de la Resolución 03753 de 26 de julio de 2002, proferida por el Director General de la Unidad Administrativa de Aeronáutica Civil, por la cual se resuelve el recurso de reposición interpuesto por Melva Suárez de Botero contra la Resolución 03423 y se confirma ésta.

TERCERA: De conformidad con el inciso primero del artículo 23 de la Ley 9 de 1989 y como consecuencia de las declaraciones PRIMERA  y SEGUNDA, y a título de restablecimiento del derecho, si la sentencia que se profiera dentro del presente proceso contencioso administrativo fuere anterior a la fecha en la cual quedare en firme la sentencia del juez civil (1° Civil del Circuito de Armenia), ante el cual cursa el proceso de expropiación por vía judicial, se ordene a la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil a que proceda a (i) la restitución a la demandante del bien objeto de expropiación, y (ii) a la indemnización de perjuicios en los términos de que trata el artículo 459 del Código de procedimiento Civil y demás disposiciones concordantes.

En subsidio y en caso de que la sentencia que se profiera dentro del presente proceso (….) fuere posterior a la fecha en la cual quedare en firme la sentencia del juez civil ante el cual cursa el proceso de expropiación, de conformidad con el inciso 2° del artículo 23 de la ley 9 de 1989, se condene a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE AERONÁUTICA CIVIL a indemnizar o pagar a la señor Melva Suárez de Botero los daños o derechos dejados de reconocer por el juez civil mencionado, y con aplicación del beneficio tributario de que trata el inciso 4° del artículo 15 de la Ley 9 de 1989…”

CUARTA: Que se ordene comunicar las anteriores determinaciones al Director General de la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil, con el fin de que se sirva dar aplicación, en lo que sea conducente, a los artículos 173 (parte final) y 176 del Código Contencioso Administrativo, y demás normas concordantes.

QUINTA: Que se condene en costas y agencias en derecho a la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil. “

1.2  Los hechos y omisiones que le sirven de fundamento

Son, en resumen, los siguientes:

Mediante oficio 24.1-0081/02 de 23 de enero de 2002, la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil (en adelanta la Aeronáutica), “ en cumplimiento de lo previsto en los capítulos III de la Ley 9 de 1989 y VII de la Ley 388 de 1997”, formuló a la actora oferta formal de compra del predio con el área de que se da cuenta en las pretensiones de la demanda, y le manifestó que el valor del ofrecimiento de compra por los 26.520.72 M2, de acuerdo con el avalúo practicado por la Lonja de Propiedad Raíz del Quindío es la suma de $132.603.600,oo a razón de $5.000,oo el M2 y $13.530.000,oo a razón de $3.300.oo mata de plátano para un valor total del predio y las mejoras de $146.133.600.

Inconforme con la referida oferta, la actora oportunamente manifestó sus reparos a la Aeronáutica en comunicación de 30 de enero de 2002, en la cual manifestó su imposibilidad de aceptarla por presentar el avalúo fallas de forma y de fondo; además  de acogerse al beneficio de su revisión, de manera subsidiaria, formuló impugnación contra el mismo de que trata el artículo 15 del Decreto 1420 de 1998.

Una vez corrido el traslado de la solicitud a la mencionada Lonja de Propiedad Raíz, ésta se sostuvo en el avalúo inicial, decisión que le fue comunicada a la actora y le concedió un plazo de 30 días para que manifestara si aceptaba el avalúo del predio.

La actora no lo aceptó y le advirtió a la demandada que se encontraba pendiente de adelantar ante el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (en adelante IGAC) el trámite de su impugnación. El 6 de mayo de 2002 se informó a la demandante que la ley otorga los recursos de revisión y en subsidio el de impugnación exclusivamente a la entidad solicitante del avalúo, cuando  éste es desfavorable a sus intereses, por lo que no hizo uso de ellos en el término legal.

En el trámite de la vía gubernativa, y en virtud de lo prescrito por el artículo 34 del C.C.A., la actora aportó como prueba un avalúo realizado por el arquitecto Mauricio Uricochea B., inscrito como perito en dicha Lonja de Propiedad Raíz, en el cual fue aplicado en forma correcta el método de comparación o de mercado de que trata la Resolución 762 de 1998, expedida por el IGAC, que es más claro, confiable y mejor sustentado que el realizado por la referida Lonja.  

Mediante Resolución 03423 de 3 de julio de 2002, la Aeronáutica ordenó el inicio del proceso de expropiación por vía judicial al no existir ánimo de negociación por parte de la propietaria del inmueble, y contra esa decisión la actora interpuso recurso de reposición, el cual fue decidido mediante Resolución 03753 de 26 de julio del mismo año, confirmatoria de aquella. En la parte considerativa de dicho acto se dice que no acepta el avalúo presentado por la actora, por cuanto la iniciativa del mismo debe ser de la entidad pública para allegarlo con la oferta del bien y que “…en toda negociación la compra debe contraerse a lo que en el momento exista materialmente, y en el caso que nos ocupa, se avaluó el terreno y las plantaciones existentes por separado tal como lo ordena la ley, no siendo posible avaluar supuestas mejoras so pretexto de acondicionar el resto del predio que no haya sido objeto de negociación…”, toda vez que contraviene lo dispuesto en los numerales 5 y 6 del artículo 21 del Decreto 1420 de 1998.

1. 3. Las normas violadas y el concepto de la violación
A juicio de la parte actora, los actos cuestionados son violatorios de las siguientes normas, por las razones que se resumen a continuación: 

PRIMER CARGO.- Violación del inciso primero del artículo 15 de la Ley 9 de 1989 (subrogado por el artículo 61 de la ley 388 de 1997), en concordancia con el artículo 12 del Decreto 1420 de 1998.

Se violaron las citadas normas, por cuanto la Aeronáutica solicitó la elaboración del avalúo a la Lonja de Propiedad Raíz del Quindío, carente de competencia territorial para el efecto, pues dicha Lonja tiene establecido su domicilio en la ciudad de Armenia, no en el de la Tebaida, que es el municipio donde se encuentra ubicado el bien objeto del avalúo.

SEGUNDO CARGO.- Violación del inciso primero del artículo 15 de la Ley 9 de 1989 (subrogado por el artículo 61 de la ley 388 de 1997), en concordancia con los artículos 21 y 24 del Decreto 1420 de 1998, en concordancia también con el artículo 29 de la Resolución 762  de 1998 expedida por el IGAC.

Se violaron dichas normas, por cuanto en el avalúo contratado por la Aeronáutica se omitió incluir el costo de las obras adicionales necesarias para la adecuación de la utilización de las áreas construidas remanentes del predio objeto del avalúo, y por lo mismo, dicho costo dejó de ser adicionado al valor estimado de la parte afectada o predio objeto de negociación.

Las obras adicionales se reducen a la reposición de la edificación construida en el sector de la finca que quedará prácticamente aislado del resto de la misma a partir del momento en que se perfeccione la enajenación de la porción del predio cuya adquisición pretende la Aeronáutica, y la reposición de la carretera interna hoy existente que cruza la porción del predio objeto de negociación y que será necesario construir nuevamente en una mayor extensión y en un sector distinto de la finca en forma tal que permita la intercomunicación del resto de la finca con las franjas de terreno que quedarán aisladas cuando se perfeccione la enajenación.

Adicionalmente, se violaron dichas normas, en la medida en que en el avalúo que contrató la Aeronáutica no fue considerado independientemente del avalúo del inmueble la compensación por las rentas que se dejarían de percibir hasta un período máximo de seis meses, a pesar de que la afectación ocasionará una merma en la generación de ingresos provenientes del desarrollo de las actividades productivas a que se encuentra destinado el inmueble.

TERCER CARGO.- Violación del artículo 23 del Decreto 1420 de 1998, en concordancia con el artículo 1° de la Resolución 762 de 1998, proferida por el IGAC, por cuanto en el avalúo contratado por la Aeronáutica no fueron consideradas las transacciones de bienes semejantes y comparables al del objeto del avalúo, entre las cuales se citan algunas de las que se analizaron en el avalúo realizado a instancias de la parte actora.

CUARTO CARGO.- Violación de los artículos 4° y 34 del C.C.A., por cuanto la Aeronáutica desconoció que el avalúo fue elaborado con ocasión del inicio y trámite de una típica actuación administrativa, dentro de la cual era preciso dar aplicación a la segunda de las indicadas normas, y ello no ocurrió toda vez que la demandada no consideró siquiera el avalúo realizado por el arquitecto Mauricio Uricochea e informaciones solicitadas y allegadas a petición de la interesada.

II. LA COADYUVANCIA

Al proceso concurrió en calidad de coadyuvante de las pretensiones de la demanda el Municipio de la Tebaida, quien por conducto de apoderado manifestó, en síntesis
:

La franja de terreno de propiedad de la actora que pretende expropiar la Aeronáutica se encuentra separada de la propiedad de dicha entidad por una carretera que no es de penetración ni veredal sino de tercera categoría, que comunica una parte del sector rural de dicho municipio con otra parte del sector rural del Municipio de Armenia, y que en últimas comunica a estas dos ciudades a través de una vía principal terciaria.

La citada carretera, categorizada como red terciaria, hace parte del inventario general de vías del Departamento del Quindío, según el mapa de actualización del plan de transporte e infraestructura de dicho departamento, según levantamiento efectuado por INVIAS, que se allega.

También, sobre la margen derecha de la vía de La Tebaida que conduce a Armenia, se encuentra la línea de conducción de agua potable que se traslada desde Calarcá hasta La Tebaida, que es de la exclusiva propiedad de esta última entidad territorial.

Como normas violadas por los actos acusados indica los artículos 26 y 58 de la Carta Política, y en forma genérica las leyes 9 de 1989, 388 de 1997 y 142 de 1993.

Luego de citar dichas normas, el coadyuvante manifiesta que los actos demandados, además de estar falsamente motivados, violan el debido proceso en razón a que no se dan las condiciones para acudir a la expropiación, pues si bien de manera aparente se pretende expropiar un bien de propiedad privada, la verdad es que de igual manera comprende la expropiación de bienes públicos y bienes de uso público, como bien lo saben las partes vinculadas al proceso. 

A juicio del ente territorial, en el caso de la pretendida expropiación no le asiste razón a la Aeronáutica, por cuanto las exigencias de utilidad pública o de interés social determinados en el artículo 58 constitucional no se dan para el caso de dicha entidad pública, por cuanto no hay identidad o relación de causalidad entre sus cometidos, en cuanto al servicio público de transporte aéreo que regula, “…el cual no es masivo, sino todo lo contrario restrictivo a favor de los más favorecidos y con suficiente capacidad dineraria para acceder a un costoso servicio…” 

Finalmente manifiesta que el Municipio de la Tebaida tiene prevalencia en el derecho de expropiación, pues se encuentra en juego la prevalencia del interés de la comunidad frente al cumplimiento de suministrar el servicio de agua potable.

III.- CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

Por conducto de apoderada, la Aeronáutica contestó la demanda oponiéndose a sus pretensiones y expuso, en resumen, los siguientes argumentos
:

La ley autoriza y ordena que  agotados los trámites para la enajenación voluntaria y no habiendo sido posible celebrar la compraventa en forma directa, se debe acudir a la jurisdicción civil para que sea un juez investido de autoridad en cuanto a jurisdicción y competencia quien dirima la controversia con garantía para las partes sobre el debido proceso. Tanto es así que dicho proceso se encuentra cursando en el Juzgado Primero Civil del Circuito de Armenia, bajo los parámetros del proceso de expropiación establecidos en el artículo 451 del C. de P.C.

El primer cargo no debe prosperar,  porque se contrae al domicilio de la Lonja de Propiedad Raíz que practicó el avalúo, o sea la del Quindío, que tiene jurisdicción en el Municipio de La Tebaida, en donde no existe una entidad como ésta,  y además el bien objeto de avalúo se encuentra parte en Armenia y parte en dicho municipio. Adicionalmente, la demandante no puede desconocer la legitimidad de la firma que realizó el avalúo, pues en los hechos de la demanda hace alusión a un avalúo que la misma actora hizo realizar por un arquitecto inscrito como perito avaluador de dicha Lonja, por lo que no se puede desconocer para ciertos aspectos la legitimidad de la Lonja y aceptarlos y utilizarlos para otros.

Los cargos segundo y tercero son del mismo talante del anterior, al referirse al procedimiento de avalúo que debe tener en cuenta el juez en el proceso de expropiación judicial, el cual se encuentra en curso, y es allí donde la ley da oportunidad a la actora para expresar su inconformidad.

El cuarto cargo “…se refiere a que la entidad que represento desconoció el avalúo mandado a practicar por la demandante, lo cual no es de recibo por efectos del procedimiento que como se repite las normas son de orden público y obligatorio cumplimiento y allí no se prevé dichos estadios procesales.” (sic)

En respuesta al escrito de coadyuvancia de la demanda por parte del Municipio de la Tebaida, la entidad demandada se pronunció así:

Tanto la carretera como el acueducto a que hace referencia el coadyuvante, nada tiene que ver con el predio objeto de expropiación que adelanta la demandada ante el Juzgado Primero Civil del Circuito de Armenia, lo cual quedó demostrado en el acta de entrega voluntaria que hizo dicho juzgado el día de la entrega anticipada del inmueble, el cual se allega.

De igual forma, el tramo de la carretera a que hace alusión el apoderado de la Tebaida, si bien se encuentra dividiendo los predios de la Aeronáutica y el predio materia de expropiación, el mismo Alcalde de dicho municipio autorizó a dicha entidad el traslado o reubicación de la servidumbre de carretera rural que del dicho municipio conduce a la Vereda la Argentina en el sitio “La María”.

IV. LA SENTENCIA RECURRIDA
El a quo previamente despachó desfavorablemente las excepciones propuestas por la entidad demandada, y abordó los siguientes temas específicos:

- Presunta expropiación de servidumbre en favor del Municipio de la Tebaida.

- Competencia de la Lonja de propiedad Raíz del Quindío para avaluar el bien objeto de la Litis al interior del procedimiento de enajenación voluntaria.

- Presunta inobservancia de la Aeronáutica de los medios probatorios aportados por la  actora al interior del procedimiento administrativo de enajenación voluntaria.

- Naturaleza jurídica del proceso de expropiación por vía judicial.

No se incurrió en la presunta expropiación de servidumbres que a favor del municipio de la Tebaida se encuentran en el predio objeto de expropiación; tampoco están falsamente motivados ni vulneran el artículo 58 constitucional, pues tales servidumbres no se encuentra afectadas con la expropiación que se decretó en sede judicial ordinaria, lo que se acredita con el acta de entrega anticipada a la demandada de la franja de terreno de propiedad de la actora. A lo anterior se suma que en el proceso obra un documento suscrito por el Alcalde de dicha municipalidad, en donde se autoriza la reubicación de la carretera rural y el trazado del acueducto por gravedad a costa de la Aeronáutica.

Sobre el cargo de incompetencia de la Lonja de propiedad Raíz del Quindío para avaluar el bien objeto de la litis dentro del procedimiento administrativo de enajenación voluntaria, el Tribunal se refiere al alcance del Decreto reglamentario 1420 de 1998 que dio el Consejo de Estado en sentencia de 11 de noviembre de 1999
, el cual debe armonizarse con el Decreto 2150 de 1995, por lo cual, cuando el citado Decreto 1420 utiliza la palabra “domicilio”, debe entenderse como sinónimo “del ámbito territorial de la jurisdicción donde ejerce sus funciones la lonja respectiva”, el cual para éste caso lo poseía la Lonja de Propiedad Raíz del Departamento del Quindío, pues esa entidad está instituida para realizar el avalúo de todos los inmuebles ubicados en ese departamento, incluidos los que se ubiquen específicamente en el Municipio de la Tebaida.
Respecto de este punto, se agrega que el demandante no probó que el predio objeto de expropiación se encontraba en su totalidad en el Municipio de la Tebaida, pues en el proceso obra certificado de uso del suelo expedido por el Director de Planeación  y Desarrollo Municipal de esa entidad territorial, en el cual se deja entrever que el inmueble de la controversia podría estar ubicado también en el Municipio de Armenia.

Sobre el segundo punto de análisis, relacionado con la presunta inobservancia por parte de la Aeronáutica de los argumentos y medios probatorios aportados por la demandante al interior del procedimiento administrativo de enajenación voluntaria, por lo cual, en su concepto, se vulneró el derecho de defensa a la luz de lo contemplado en el artículo 34 del C.C.A., el a quo considera que no está llamado a prosperar, pues en los antecedentes administrativos de los actos acusados se acredita que dichos argumentos negativos al avalúo realizado por la Lonja De propiedad Raíz del Quindío, sí fueron tenidos en cuenta por la Administración.

Por otra parte, respecto del avalúo que presentó la actora, rendido por el arquitecto Mauricio Uricochea, se aclara que éste se allegó cuando dicha Lonja ya había confirmado el avalúo por ella realizado y se encontraba en firme.

Por ello, el inciso tercero del artículo 27 de la ley 388 de 1997 es claro en señalar que el momento oportuno para presentar las pruebas que respalden las objeciones, o solicitar la práctica de las mismas, es el de la presentación del escrito de tales objeciones; sin embargo, en el escrito de objeciones presentado por la actora no se hace ninguna referencia a pruebas documentales aportadas o a la solicitud de práctica de pruebas.

Por lo anterior, considera el Tribunal, que el avalúo  presentado por la actora con el fin de objetar el practicado por la Lonja del Quindío fue extemporáneo, por lo que le asiste razón a la parte demandada, en el sentido de no haberlo tenido en cuenta, pues el avalúo administrativo especial se encontraba en firme y la oportunidad del período probatorio relacionado con las objeciones, conforme al artículo 27 de la ley 9 de 1989, había fenecido.

De lo anterior se colige que lo actos acusados en ningún momento son violatorios del derecho de defensa de la demandante, y mucho menos del artículo 34 del C:C.A., pues ella fue escuchada durante el procedimiento administrativo de enajenación voluntaria, sus argumentos fueron tenidos en cuenta y no había lugar a considerar el avalúo por ella presentado. 

En cuanto hace relación al tercer punto de análisis por parte del Tribunal, sobre la naturaleza jurídica del proceso de expropiación por vía judicial, se considera que la competencia del juez administrativo se circunscribe a verificar si los actos acusados fueron legal o ilegalmente expedidos a la luz del procedimiento administrativo especial de enajenación voluntaria, sin estarle permitido al demandante adentrarse en los albores del monto indemnizatorio, como le deja entrever la actora, aspecto que sólo atañe al juez ordinario. Es por lo anterior , agrega al a quo, que el inciso segundo del artículo 23 de la ley 9 de 1989 señala que en el evento de presentarse primero la sentencia en el proceso ordinario, el juez administrativo deberá circunscribirse a la indemnización decretada por el juez civil para efecto de la reparación del daño sufrido por el propietario, sin agregarle o quitarle un ápice, como al respecto se ha pronunciado la doctrina a propósito de la naturaleza jurídica de la expropiación, citada por la jurisprudencia constitucional.

Teniendo en cuenta lo anterior, no se advierte violación a las normas invocadas por la actora, por las siguientes razones:

1.- Si bien le asiste razón a la demandante, en el sentido de que el numeral 5 del artículo 21 del Decreto 1420 de 1998 señala que dentro de los procesos de enajenación y expropiación que afecten parcialmente el inmueble objeto del avalúo y que requieran de la ejecución de obra de adecuación para construcción de las áreas construidas remanentes, el costo de dichas obras se determinará en forma independiente y se adicionará al valor estimado de la parte afectada del inmueble para establecer su valor comercial, y que tal aspecto no fue tenido en cuenta por la Lonja de Propiedad Raíz del Quindío, sin embargo, en el escrito de objeciones presentado en sede administrativa, no se argumentó esta anomalía, por lo que al no haber sido objeto de discusión en dicha sede, no puede ser esgrimido como causal invalidante de los actos que ordenaron adelantar la expropiación por vía jurisdiccional ordinaria, donde podrá alegar este aspecto para ser tenido en cuenta en el monto indemnizatorio.

2.- Similar argumento al anterior se puede argüir respecto del numeral 6 del artículo 37 de la Ley 9 de 1989, en cuanto a las compensación de las rentas que se dejaron de percibir hasta por un período de 6 meses, que si bien no fue tenido en cuenta en el avalúo realizado por la Lonja de Propiedad Raíz del Quindío, tampoco fue traído a colación en el escrito de objeciones a tal avalúo, y por tanto no podía ser tenido en cuenta en sede administrativa, como tampoco es una hipótesis válida para enervar la presunción de legalidad de los actos acusados.

3.- En cuanto a lo señalado el  artículo 1° de la Resolución 762 de 1998, en lo que tiene que ver con el método de comparación o mercadeo, no probó la demandante que la Lonja de Propiedad Raíz del Quindío no hubiera utilizado ese método para establecer el valor comercial del bien, pues, por el contrario, en el numeral 7.1 del avalúo en mención se expresa que se utilizó precisamente ese método para cumplir con su trabajo. Además, en el en el escrito de confirmación del avalúo, dicha Lonja hace un parámetro de comparación con otro bien del sector, y advierte que las características del predio objeto de la Litis son sui generis o especiales a las de los demás, porque es un predio que “está ubicado en la cabecera de la pista y por tal sometida (sic) a afectaciones o limitaciones de uso, según el Código de Comercio (Decreto 410/71) Parte Segunda del Libro V de la Aeronáutica.”

4.- En lo atañe al artículo 29 de la Resolución 762 de 1998, respecto a la utilización del método de reposición o precio del mercado para establecer el valor de las construcciones o mejoras de un inmueble, si bien no fue tenido en cuenta en el avalúo realizado por la Lonja de Propiedad Raíz del Quindío, no fue planteado por la interesada en el escrito de objeciones, por lo que no podía ser discutido en sede administrativa, y tampoco podía hacerlo en sede jurisdiccional ordinaria, ni es elemento válido para enervar la legalidad de los actos acusados.

V.- EL RECURSO DE APELACIÓN
El apoderado de la parte actora puntualiza su inconformidad para con el fallo de primera instancia en los siguientes aspectos:

Una primera razón en que se fundamentó el Tribunal para denegar las pretensiones de la demanda, consistió en que el momento oportuno para allegar las pruebas necesarias que respalden las objeciones, o solicitar la práctica de las mismas, es el de la presentación del escrito de tales objeciones, y para ello invocó el inciso tercero del artículo 27 de la Ley 9 de 1989, y concluyó que si bien hubo aspectos que no fueron tenidos en cuenta en el avalúo practicado por la Lonja de Propiedad Raíz del Quindío, los mismos no fueron esgrimidos en el escrito de objeciones y que, por lo mismo, no podían invocarse como causal de nulidad de los actos demandados.

Pero, lo primero que hay que decir es que el artículo 27 de la Ley 9 de 1989 fue derogado de manera expresa por el artículo 138, numeral 1 de la Ley 388 de 1997, y adicionalmente, el procedimiento de enajenación voluntaria fue modificado sustancialmente  por el artículo 61 de la citada ley.

Como se observa de dichas normas, el nuevo procedimiento vigente desde 1997 no consagra la posibilidad de que el propietario del bien a expropiar pueda objetar el avalúo administrativo especial y de que practiquen pruebas al respecto.

Adicionalmente, de los artículos 15 y 16 del Decreto 1420 de 1998 se colige que tanto la revisión como la impugnación del avalúo son recursos exclusivamente concedidos en favor de la entidad estatal interesada en la adquisición del bien, y no del particular afectado, como lo reconoció la propia Administración en el oficio 24.1-00587/02 de 16 de mayo de 2002.

De otra parte, contrario a lo manifestado por el Tribunal, no es cierto que la actora no hubiera hecho referencia alguna a pruebas documentales o a la solicitud de práctica de pruebas, pues en comunicación de 28 de enero de 2002 (folios 51 a 53 en concordancia con los folios 84 a 88 del expediente), se indicó:

“Una vez conocido el oficio 24.1-008/02, enviado por su despacho y recibido el 25 de enero de 2002, respetuosamente me permito solicitar la revisión del avalúo AL-137-2001, realizado por la Lonja de Propiedad Raíz del Quindío, y en caso de ser desfavorable a mis pretensiones, por considerar que el avalúo comercial establecido es muy bajo, solicito en subsidio la impugnación ante el órgano competente, de acuerdo al artículo 15 del Decreto 1420 de 1998.

(…)

Para una mayor ilustración del caso, es de mencionar que en el corregimiento El Caimo, la Secretaría de Salud adquirió metro cuadrado por un valor de dieciséis mil pesos moneda legal ($16.000,oo) (…) para efectos probatorios me permito enviar copia de dicho documento.” 

VI.- LOS ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

En el correspondiente escrito, la parte actora se limita a transcribir en su integridad los argumentos expresados en su escrito de apelación.

La parte demandada no alegó de conclusión en esta instancia.

VII.- CONCEPTO DEL MINITERIO PÚBLICO

El señor Agente del Ministerio Público ante esta Corporación no emitió concepto.

VIII.- CONSIDERACIONES DE LA SALA

8.1. Competencia

Antes de entrar a resolver el fondo del asunto, la Sala debe verificar si es competente para conocer del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia proferida el 29 de noviembre de 2006 por el Tribunal Administrativo del Quindío, denegatoria de las pretensiones de la demanda. 

Como marco de referencia para tal efecto, y en atención a que en fecha reciente y en un asunto que muy similar al sub examine esta Sala analizó in extenso los procesos de expropiación tanto por vía judicial como por vía administrativa, a continuación se transcriben, reiteran y acogen en esta oportunidad  las consideraciones allí plasmadas
:

“1.1. Sobre la Expropiación

La expropiación ha sido definida por la jurisprudencia constitucional como “un instituto, un negocio o una operación de derecho público, por medio de la cual el Estado, por razones de utilidad pública o de interés social, priva coactivamente de la titularidad de un determinado bien a un particular, de acuerdo con un procedimiento específico y previo el pago de una indemnización.”

La Constitución Política de 1991 consagra en su artículo 58 la función social de la propiedad y a renglón seguido dispone que por motivos de utilidad pública o de interés social definidos por el legislador, podrá haber expropiación mediante sentencia judicial e indemnización previa, y que en los casos que determine el mismo, dicha expropiación podrá adelantarse por vía administrativa, sujeta a una posterior acción contencioso-administrativa. 

A estos efectos, es necesario hacer referencia a que la Carta Política de 1886 disponía en sus artículos 31
 y 32
 la posibilidad de realizar expropiaciones por mandamiento judicial, siempre que hubiera graves motivos de utilidad pública, definidos por el legislador, y previa indemnización del valor de la propiedad. Para regular el anterior mandato superior, el legislador expidió el Código de Procedimiento Civil
, el cual reguló en sus artículos 451 a 459 el procedimiento expropiatorio en sede judicial; y la Ley 9ª de 1989
, la cual determinó en su Capítulo III la normativa correspondiente para adquirir bienes por enajenación voluntaria y por expropiación.

Ahora bien, con el fin de armonizar y actualizar las disposiciones contenidas en la Ley 9ª de 1989 con las nuevas normas establecidas en la Constitución Política, el legislador expidió la Ley 388 de 1997
, la cual en su capítulo VII regula lo concerniente a la adquisición de inmuebles por enajenación voluntaria y expropiación judicial, y en el capítulo VIII lo referente a la expropiación administrativa. Ello, claro está, porque la nueva Carta Política creó una nueva modalidad de expropiación - aquella que se puede adelantar por vía administrativa - y porque la Ley 9ª de 1989 únicamente regulaba lo concerniente a la expropiación judicial. 

Así las cosas, se tiene que actualmente el régimen de expropiación para efectos de reforma urbana lo componen la Ley 9ª de 1989, que en lo pertinente al presente proceso regula la figura de expropiación por vía judicial, la Ley 388 de 1997, que modificó algunos procedimientos de la expropiación judicial y reguló expresamente la expropiación por vía administrativa, y los artículos 451 a 459 del Código de Procedimiento Civil, que contienen la normas generales del procedimiento para la expropiación por vía judicial.

De lo antedicho queda claro que existen dos tipos de expropiación: la judicial y la administrativa. Así las cosas, y para mayor claridad, debe recordarse el pensamiento que esta Sala ha consignado en anteriores oportunidades respecto de las diferencias entre una y otra figura. Mediante auto de 18 de marzo de 2010 (M.P. Marco Antonio Velilla) la Sala dijo:

“El artículo 58 de la Constitución Política dispone:

“Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. Cuando de la aplicación de una ley expedida por motivo de utilidad pública o interés social, resultaren en conflicto los derechos de los particulares con la necesidad por ella reconocida, el interés privado deberá ceder al interés público o social.

La propiedad es una función social que implica obligaciones. Como tal, le es inherente una función ecológica.     

El estado protegerá y promoverá las formas asociativas y solidarias de propiedad.

Por motivos de utilidad pública o de interés social definidos por el legislador, podrá haber expropiación mediante sentencia judicial e indemnización previa. Esta se fijara consultando los intereses de la comunidad y del afectado. En los casos que determine el legislador, dicha expropiación podrá adelantarse por vía administrativa, sujeta a posterior acción contenciosa-administrativa, incluso respecto del precio.” (Subrayado y Negrilla fuera de texto)      

El citado artículo establece dos clases de expropiación: la judicial y la administrativa, las cuales, deben ceñirse, según se desprende del texto transcrito, a que:

i) Existan motivos de utilidad pública o de interés social definidos por el legislador.

ii) Que exista decisión judicial o administrativa, esta última sujeta a posterior acción contencioso administrativa incluso respecto del precio.

La expropiación judicial, goza, entre otras, de las siguientes características:

Es la regla general, y se presenta como consecuencia del fracaso de la etapa de negociación voluntaria, sea porque el propietario se niegue a negociar, o porque guarde silencio, o porque no cumpla con el negocio (Artículo 20 Ley 9ª de 1989). 

Se lleva a cabo por medio de una resolución que admite recurso de reposición. En firme esta resolución, la Administración demanda ante la jurisdicción civil al propietario para que entregue el inmueble, por medio del proceso especial de expropiación, contenido en la Ley 9ª de 1989, Ley 388 de 1997 y Código de Procedimiento Civil.
Por su parte, la expropiación administrativa, tiene las siguientes características, que difieren de la anterior:

También se presenta luego de fracasada la negociación entre la Administración y el propietario, pero es excepcional en la medida que es necesario que se configure una emergencia imprevista, en cuyo caso la ley autoriza la declaración de urgencia para adquirir el predio mediante el trámite de expropiación administrativa, es decir, solo procederá cuando la destinación del bien expropiado sea para alguno de los fines previstos expresamente en la ley (artículo 63 Ley 388 de 1997), previa declaratoria de urgencia cuyas causales también están expresamente delimitadas en la Ley (artículo 65, ibídem)

La declaración de las condiciones de urgencia, que autorizan la expropiación por vía administrativa será realizada por la instancia o autoridad competente, según lo determine el concejo municipal o distrital, o la junta metropolitana, según sea el caso, mediante Acuerdo. Esta instancia tendrá la competencia general para todos los eventos, según se desprende de lo dispuesto en el artículo 64 de la Ley 388 de 1997.

En este orden de ideas, observa la Sala que ante el fracaso de la etapa de enajenación voluntaria y la falta de condiciones de urgencia manifiesta, la Administración tiene la competencia para iniciar por vía judicial la expropiación, previa resolución que se notifica conforme a los términos previstos en el Código Contencioso Administrativo, por mandato expreso del artículo 62 de la Ley 388 de 1997.

De las explicaciones expuestas, considera la Sala que en la etapa de negociación voluntaria la administración no está efectuando ningún tipo de actividad administrativa que pueda perjudicar al administrado, pues precisamente, los términos en que se presentan la negociación es voluntaria.

Lo anterior permite concluir que el acto por medio del cual se hace una oferta al propietario del bien inmueble que puede ser objeto de expropiación administrativa o judicial dependiendo de las circunstancias ya reseñadas, no genera un perjuicio alguno para el actor.” 

Ahora, la Constitución de 1886 sólo consagraba la expropiación por sentencia judicial. Al respecto los artículos 31 y 32 de dicha normativa establecían:

“Artículo 31.- Los derechos adquiridos con justo título con arreglo a las leyes civiles por personas naturales o jurídicas, no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores.

Cuando de la aplicación de una ley expedida por motivos de utilidad pública, resultaren en conflicto los derechos de particulares con la necesidad reconocida por la misma ley; el interés privado deberá ceder al interés público. Pero las expropiaciones que sea preciso hacer requieren plena indemnización con arreglo al Artículo siguiente.

Artículo 32.- En tiempo de paz nadie podrá ser privado de su propiedad en todo ni en parte, sino por pena, o apremio, o indemnización, o contribución general, con arreglo a las leyes. Por graves motivos de utilidad pública, definidos por el Legislador, podrá haber lugar a enajenación forzosa, mediante mandamiento judicial, y se indemnizará el valor de la propiedad, antes de verificar la expropiación.” (Se resalta)

Por su parte, la Constitución Política de 1991 consagra en su artículo 58 dos (2) modalidades de expropiación: la judicial y la administrativa. Sobre el particular este artículo establece:

“Articulo  58. Modificado por el art. 1, Acto Legislativo No. 01 de 1999. el nuevo texto es el siguiente: Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. Cuando de la aplicación de una ley expedida por motivos de utilidad pública o interés social, resultare en conflicto los derechos de los particulares con la necesidad por ella reconocida, el interés privado deberá ceder al interés público o social.

La propiedad es una función social que implica obligaciones. Como tal, le es inherente una función ecológica.

El Estado protegerá y promoverá las formas asociativas y solidarias de propiedad.

Por motivos de utilidad pública o interés social definidos por el legislador, podrá haber expropiación mediante sentencia judicial e indemnización previa. Este se fijará consultando los intereses de la comunidad y del afectado. En los casos que determine el legislador, dicha expropiación podrá adelantarse por vía administrativa, sujeta a posterior acción contenciosa-administrativa, incluso respecto del precio.” (Se resalta)
En este sentido, se tiene que el artículo 58 de la Constitución Política dispone que en ambas modalidades deben: i) existir motivos de utilidad pública o de interés social definidos por el legislador y ii) una decisión judicial o administrativa de por medio, según sea el caso, esta última sujeta a la posterior acción contencioso administrativa, incluso respecto del precio.

En este orden de ideas, cabe resaltar, entre otras particularidades, que la expropiación por sentencia judicial es la regla general dentro de las modalidades de expropiación y se presenta como consecuencia del fracaso de la etapa de negociación voluntaria, sea porque el propietario se niegue a negociar, porque guarde silencio, o porque no cumple con el negocio.  

Igualmente, se destaca que este tipo de expropiación se lleva a cabo por medio de una resolución, la cual,  una vez en firme, permite a la Administración demandar al propietario del inmueble, ante la jurisdicción civil, para que en sentencia judicial, por medio del proceso especial de expropiación contenido en las Leyes 9ª de 1989, 388 de 1997 y en el Código de Procedimiento Civil, se lo entregue. 

No obstante lo anterior, de conformidad con lo previsto en el artículo 22 de la Ley 9ª de 1989, el propietario del inmueble sobre quien recae la medida puede demandar la resolución en acción de nulidad y de restablecimiento, ante el Tribunal Administrativo competente, en única instancia. De hecho el artículo 23 de la misma normativa establece que “el proceso civil de expropiación terminará si hubiere sentencia del Tribunal Administrativo favorable al demandante en fecha previa a aquella en la cual quedare en firme la sentencia del Juez Civil, quien se abstendrá de dictar sentencia con anterioridad al vencimiento del término establecido en el inciso anterior”. Así pues, se advierte que es posible que simultáneamente el proceso se conozca en la jurisdicción ordinaria y en la contencioso administrativa, siendo la primera competente para adelantar la expropiación propiamente dicha y la segunda, en única instancia, para verificar la legalidad del acto que ordena ponerla en marcha.

Por su parte, se tiene que la expropiación administrativa tiene las siguientes características, previstas en los artículos 63 a 68 de la Ley 388 de 1997, a saber:

“Artículo   63º.- Motivos de utilidad pública. Se considera que existen motivos de utilidad pública o de interés social para expropiar por vía administrativa el derecho de propiedad y los demás derechos reales sobre terrenos e inmuebles, cuando, conforme a las reglas señaladas por la presente Ley, la respectiva autoridad administrativa competente considere que existen especiales condiciones de urgencia, siempre y cuando la finalidad corresponda a las señaladas en las letras a), b), c), d), e), h),j), k), 1) y m) del artículo 58 de la presente Ley. 

Igualmente se considera que existen motivos de utilidad pública para expropiar por vía administrativa cuando se presente el incumplimiento de la función social de la propiedad por parte del adquirente en pública subasta, de los terrenos e inmuebles objeto del procedimiento previsto en el Capítulo VI de la presente Ley.

Artículo   64º.- Condiciones de urgencia. Las condiciones de urgencia que autorizan la expropiación por vía administrativa serán declaradas por la instancia o autoridad competente, según lo determine el concejo municipal o distrital, o la junta metropolitana, según sea el caso, mediante acuerdo. Esta instancia tendrá la competencia general para todos los eventos. 
Artículo 65º.- Criterios para la declaratoria de urgencia. De acuerdo con la naturaleza de los motivos de utilidad pública o interés social de que se trate, las condiciones de urgencia se referirán exclusivamente a:

1. Precaver la elevación excesiva de los precios de los inmuebles, según las directrices y parámetros que para el efecto establezca el reglamento que expida el Gobierno Nacional.

2. El carácter inaplazable de las soluciones que se deben ofrecer con ayuda del instrumento expropiatorio.

3. Las consecuencias lesivas para la comunidad que se producirían por la excesiva dilación en las actividades de ejecución del plan, programa, proyecto u obra.

4. La prioridad otorgada a las actividades que requieren la utilización del sistema expropiatorio en los planes y programas de la respectiva entidad territorial o metropolitana, según sea el caso. 

Artículo 66º.- Determinación del carácter administrativo. La determinación que la expropiación se hará por la vía administrativa deberá tomarse a partir de la iniciación del procedimiento que legalmente deba observarse por la autoridad competente para adelantarlo, mediante acto administrativo formal que para el efecto deberá producirse, el cual se notificará al titular del derecho de propiedad sobre el inmueble cuya adquisición se requiera y será inscrito por la entidad expropiante en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a su ejecutoria. Este mismo acto constituirá la oferta de compra tendiente a obtener un acuerdo de enajenación voluntaria. 

Artículo 67º.- Indemnización y forma de pago. En el mismo acto que determine el carácter administrativo de la expropiación, se deberá indicar el valor del precio indemnizatorio que se reconocerá a los propietarios, el cual será igual al avalúo comercial que se utiliza para los efectos previstos en el artículo 61 de la presente Ley. Igualmente se precisarán las condiciones para el pago del precio indemnizatorio, las cuales podrán contemplar el pago de contado o el pago entre un cuarenta (40%) y un sesenta por ciento (60%) del valor al momento de la adquisición voluntaria y el valor restante en cinco (5) contados anuales sucesivos o iguales, con un interés anual igual al interés bancario vigente en el momento de la adquisición voluntaria. 
Parágrafo 1º.- El pago del precio indemnizatorio se podrá realizar en dinero efectivo o títulos valores, derechos de construcción y desarrollo, de participación en el proyecto o permuta. En todo caso el pago se hará siempre en su totalidad de contado cuando el valor de la indemnización sea inferior a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales al momento de la adquisición voluntaria o de la expropiación.

Parágrafo 2º.- El ingreso obtenido por la enajenación de inmuebles a los cuales se refiere el presente Capítulo no constituye, para fines tributarios, renta gravable ni ganancia ocasional, siempre y cuando la negociación se realice por la vía de la enajenación voluntaria. 

Artículo 68º.- Decisión de la expropiación. Cuando habiéndose determinado que el procedimiento tiene el carácter de expropiación por vía administrativa, y transcurran treinta (30) días hábiles contados a partir de la ejecutoria del acto administrativo de que trata el artículo 66 de la presente Ley, sin que se haya llegado a un acuerdo formal para la enajenación voluntaria contenido en un contrato de promesa de compraventa, la autoridad competente dispondrá mediante acto motivado la expropiación administrativa del bien inmueble correspondiente, el cual contendrá lo siguiente:

1. La identificación precisa del bien inmueble objeto de expropiación.

2. El valor del precio indemnizatorio y la forma de pago.

3. La destinación que se dará al inmueble expropiado, de acuerdo con los motivos de utilidad pública o de interés social que se hayan invocado y las condiciones de urgencia que se hayan declarado.

4. La orden de inscripción del acto administrativo, una vez ejecutoriado en la correspondiente Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, para los efectos de que se inscriba la transferencia del derecho de dominio de su titular a la entidad que haya dispuesto la expropiación.

5. La orden de notificación a los titulares de derecho del dominio u otros derechos reales sobre el bien expropiado, con indicación de los recursos que legalmente procedan en vía gubernativa.”

De lo anterior, se tiene que la expropiación administrativa también se presenta luego de fracasada la negociación entre la Administración y el propietario, pero que es excepcional en la medida en que es necesario que se configure una emergencia imprevista, en cuyo caso la ley autoriza la declaración de urgencia para adquirir el predio, es decir, sólo procede cuando la destinación del bien expropiado sea para alguno de los fines previstos expresamente en la ley (artículo 63 Ley 388 de 1997), previa declaratoria de urgencia, cuyas causales también están expresamente delimitadas en la misma normativa (artículo 65, ibídem). Además, de conformidad con lo previsto en el artículo 64 idem, que la declaración de las condiciones de urgencia que autorizan la expropiación, sea realizada por la instancia o autoridad competente, según lo determine el concejo municipal o distrital, o la junta metropolitana, según sea el caso, mediante Acuerdo. 

De esta manera, se advierte que el legislador ha previsto en materia de reforma urbana que la expropiación por vía judicial sea aquella que deba predicarse por regla general, pues la administrativa se dará sólo en los casos específicos que determine el legislador y siempre que se cumplan dos requisitos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 63 de la Ley 388 de 1997: i) que existan las condiciones de urgencia taxativamente mencionadas en la ley
 y ii) que se presenten motivos de utilidad pública o interés social específicos que autorizan este tipo de expropiación
.

Así las cosas, debe destacarse que ambos procedimientos, el de expropiación por vía judicial y aquel que se da por vía administrativa, deben agotar varias etapas a fin de que puedan cumplir con su cometido. En este sentido, en lo que concierne al caso sub examine, y de la normativa referida arriba, deben destacarse tres etapas básicas que se deben agotar para que se lleve a cabo el proceso expropiatorio: i) la oferta de compra, ii) la negociación y iii) el proceso expropiatorio propiamente dicho.

Respecto de la etapa de oferta de compra debe indicarse que indistintamente si se refiere al proceso de expropiación por vía judicial o administrativa, inicia con la expedición de un acto administrativo  que contiene la información de la oferta de compra que se hace al propietario del bien que se pretende expropiar.  En el caso de la expropiación por vía judicial, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13
 de la Ley 9 de 1989, el procedimiento inicia con la expedición de un acto (oficio) que identifica el bien y el precio base de negociación. Por su parte, en lo que respecta a la expropiación por vía administrativa, debe destacarse, según lo disponen los artículos 66
 y 67
 de la Ley 388 de 1997, que comienza con la expedición de un acto administrativo de expropiación que informa al propietario del bien al que pretende hacerse la administración, la posibilidad de negociar directamente la compra de éste por el precio consignado en el acto, así como las condiciones de pago del precio.

Una vez agotada la primera etapa comienza la subsiguiente, consistente en la negociación. En ella, según lo disponen las Leyes 9ª de 1989 y 388 de 1997 se busca, entre otras cosas, modificar el precio base que la administración fijó en la oferta
 y terminar el proceso anticipadamente por la enajenación voluntaria del bien. En el caso de la expropiación por vía judicial ésta etapa dura máximo 30 días, contados a partir de la notificación de la oferta de compra, mientras en aquella que es por vía administrativa el mismo término se cuenta a partir de la ejecutoria del acto que determina que la expropiación se hará por dicha modalidad.

En palabras de la Corte Constitucional (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa) debe destacarse lo siguiente de ésta etapa: “En el caso de la expropiación judicial, pasados treinta días desde la oferta sin que se haya perfeccionado el contrato de promesa de compraventa, o dos meses desde el contrato de promesa de compraventa sin que se haya celebrado el contrato de compraventa, la entidad expide una "resolución de expropiación", mediante la cual señala el inicio de la etapa expropiatoria propiamente dicha. Luego, la entidad radica ante el juez civil la demanda de expropiación, dando así inicio al proceso judicial. (…) En el caso de la expropiación por vía administrativa, vencido el plazo para la negociación directa sin que se haya perfeccionado el contrato de promesa de compraventa, la autoridad competente, mediante acto administrativo motivado, decide unilateralmente la expropiación, el precio del bien y las condiciones de pago.”

Por último, la tercera etapa en sede judicial inicia con la interposición de la demanda, en la de que conformidad con lo previsto en el artículo 62 numeral 3° de  la Ley 388 de 1997, la entidad administrativa podrá solicitar al juez civil que ordene la entrega anticipada del inmueble cuya expropiación se demanda, siempre y cuando acredite haber consignado a órdenes del respectivo juzgado una suma equivalente al cincuenta por ciento del avalúo practicado para los efectos de la enajenación voluntaria. Dicha etapa termina con una sentencia, que si deniega la expropiación será apelable en efecto suspensivo, y si la decreta en el efecto devolutivo
. Por su parte, en lo que corresponde a la expropiación por vía administrativa, el procedimiento resulta ser más ágil, pues la administración expide un nuevo acto administrativo - identificando, entre otras cosas, el bien expropiado, el valor del precio indemnizatorio y la forma de pago – el cual tiene como principal efecto que el derecho de propiedad sobre el bien se traslade a la entidad que decreta la expropiación, una vez se registre en la oficina de registro de instrumentos públicos. Si la entidad no realiza el pago de la indemnización o no acredita su depósito dentro de los términos del artículo 70 de la Ley 388 de 1997, la decisión de expropiación no producirá efecto alguno y la entidad deberá surtir  nuevamente el proceso expropiatorio
. 

Cabe destacar que a pesar de que la entidad administrativa radique ante el juez civil la demanda de expropiación, con el fin de dar inicio al proceso judicial expropiatorio, es posible, de conformidad con lo previsto en el artículo 22
 de la Ley 9ª de 1989, que dentro de los cuatro meses siguientes al día en que quede en firme el acto expropiatorio,  se interponga una acción de nulidad o de nulidad y restablecimiento del derecho contra el mismo, ante el Tribunal Administrativo correspondiente, quien será competente para examinar la legalidad del acto en única instancia, dentro de un término máximo de ocho meses, contados a partir de la fecha de la presentación de la demanda. 

De hecho, según lo dispone el artículo 23 ibídem: “el proceso civil de expropiación terminará si hubiere sentencia del Tribunal Administrativo favorable al demandante en fecha previa a aquella en la cual quedare en firme la sentencia del Juez Civil, quien se abstendrá de dictar sentencia con anterioridad al vencimiento del término establecido en el inciso anterior. En este evento, se procederá a la restitución del bien demandado y a la indemnización de perjuicios en los términos del artículo 459 del Código de Procedimiento Civil.”
Por su parte, y según lo dispone el artículo 71
 de la Ley 338 de 1997, en caso de que el acto expropiatorio sea aquel que se expide para adelantar la expropiación por vía administrativa, se podrá incoar la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, dentro de los cuatro meses siguientes a la ejecutoria de la respectiva decisión, ante el Tribunal Administrativo en cuya jurisdicción se encuentre el inmueble expropiado, en primera instancia.”

8.2. Caso Concreto

Ahora bien, en el presente caso se advierte que la expropiación adelantada por la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil para adquirir el predio de propiedad de la actora, lo fue por vía judicial. En efecto, en la parte motiva la Resolución 03423 de 3 de julio de 2002,  acusada, se da cuenta de que agotados los trámites para la enajenación voluntaria prevista en las Leyes 9 de 1989 y 388 de 1997, y en razón a que no fue posible realizar la compraventa debido a las inconformidades planteadas por la señora Melva Suárez de Botero respecto del precio del inmueble ofrecido y, en consecuencia, al no existir ánimo de negociación, se hizo necesario ordenar la expropiación del predio de conformidad con lo estipulado en los artículos 63 y 28 de las referidas leyes, respectivamente.

Como consecuencia de lo anterior, en el artículo segundo de la parte resolutiva del acto acusado se dispuso  que “El proceso expropiatorio correspondiente lo adelantará la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE AERONÁUTICA CIVIL a través de un abogado de la Dirección legal, División de Representación Externa.”

Adicionalmente, para confirmar que la expropiación lo fue por vía judicial, en la demanda interpuesta el apoderado de la actora es enfático en manifestar que ejerce la acción de nulidad y restablecimiento del derecho consagrada en el artículo 85 del C.C.A., “…en concordancia con el numeral 9 del artículo 132 ibídem (sic), y el inciso segundo del artículo 22 de la Ley 9 de 1989”, y menos dudas quedan aún si se tiene en cuenta que con motivo del recurso de reposición que interpuso contra el auto que le ordenó allegar la prueba a que se refiere el numeral 2 del artículo 71 de la Ley 388 de 1997, consistente en “…haber recibido los valores y documentos de deber puestos a disposición por la administración o consignados por ella en el mismo Tribunal Administrativo…”, dicho apoderado manifestó que “en este caso se demanda ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, no la sentencia (judicial) que decreta la expropiación, sino el acto administrativo que ordena el proceso de expropiación por vía judicial.” (negrillas del texto original).

En este orden de ideas, no cabe la menor duda que los actos acusados se expidieron para llevar a cabo una expropiación por vía judicial, pues dicha entidad nunca invocó o expidió una resolución que pusiera de presente condiciones de urgencia, las cuales son un requisito sine qua non para  poder  expropiar por vía administrativa.

Adicionalmente, la Sala advierte que la Aeronáutica inició el proceso de expropiación por vía judicial ante el Juzgado Primero Civil del Circuito de Armenia, como lo manifiesta el apoderado de la actora en las pretensiones de la demanda
 y confirma la certificación de ese despacho judicial en tal sentido
, y que la actora demandó, ante el Tribunal Administrativo del Quindío, las Resoluciones 03423 y 03753 de 2002, con el fin de controvertir la legalidad de dicho actos. Como quedó expuesto, es posible que paralelamente al proceso de expropiación por vía judicial ante la jurisdicción ordinaria, se examine la legalidad del acto que ordena adelantarla ante la jurisdicción contencioso administrativa en única instancia.
De lo anterior queda claro que el asunto que compete a esta jurisdicción consiste en examinar la legalidad de los actos por medio de los cuales se ordena adelantar la expropiación por vía judicial.

Sin embargo, se advierte que la Sala no es competente para conocer del presente asunto, debido a que debe aplicarse la normativa que regula la expropiación por vía judicial, en la que el artículo 22 de la Ley 9ª de 1989 dispone que el Tribunal Administrativo es competente en única instancia para conocer de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho contra la resolución que ordene la expropiación. Esta competencia ha sido ratificada por la Ley 446 de 1998, artículo 39, que  confirió competencia privativa y en única instancia a los Tribunales Administrativos, entre otras,  “De las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho contra los actos de expropiación de que tratan las leyes sobre reforma urbana.” 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,






F A L L A

PRIMERO.-  DECLÁRASE  de oficio la excepción de falta de competencia funcional; en consecuencia, la Sala se inhibe de pronunciarse sobre el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia de primera instancia, y ordena dejar sin efectos las providencias que le dieron trámite al recurso de apelación. 
SEGUNDO.- En firme esta providencia, previas las anotaciones de rigor, devuélvase el expediente al Tribunal de origen.

CÓPIESE NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Se deja constancia de que la anterior sentencia fue discutida y aprobada por la Sala en la sesión de la referencia.

MARÍA ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ
Presidenta
        MARÍA CLAUDIA ROJAS LASSO          MARCO ANTONIO VELILLA MORENO
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9. Sentencia C 474 de 2005, Exp: D-5410, Actor: Carlos Alberto Hernández Gaitán, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto.


� “Artículo 31.- Los derechos adquiridos con justo título con arreglo a las leyes civiles por personas naturales o jurídicas, no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores.


Cuando de la aplicación de una ley expedida por motivos de utilidad pública, resultaren en conflicto los derechos de particulares con la necesidad reconocida por la misma ley; el interés privado deberá ceder al interés público. Pero las expropiaciones que sea preciso hacer requieren plena indemnización con arreglo al Artículo siguiente.”


� “Artículo 32.- En tiempo de paz nadie podrá ser privado de su propiedad en todo ni en parte, sino por pena, o apremio, o indemnización, o contribución general, con arreglo a las leyes. Por graves motivos de utilidad pública, definidos por el Legislador, podrá haber lugar a enajenación forzosa, mediante mandamiento judicial, y se indemnizará el valor de la propiedad, antes de verificar la expropiación.”


� Decretos 1400 y 2019 de 1970


� Por la cual dictó normas sobre Planes de Desarrollo Municipal, Compra - Venta y Expropiación de Bienes y se dictan otras disposiciones.


� Por la cual se modifica la Ley 9ª de 1989 y la Ley 3ª de 1991 y se dictan otras disposiciones. 


� Auto de 18 de marzo de 2010, Actor: Bienes y Comercio S.A., Rad.: 25000232400020080043401, M.P. Marco Antonio Velilla Moreno


� “Articulo 65. Criterios para la Declaratoria de Urgencia. De acuerdo con la naturaleza de los motivos de utilidad pública o interés social de que se trate, las condiciones de urgencia se referirán exclusivamente a: 


1. Precaver la elevación excesiva de los precios de los inmuebles, según las directrices y parámetros que para el efecto establezca el reglamento que expida el Gobierno Nacional. 


2. El carácter inaplazable de las soluciones que se deben ofrecer con ayuda el instrumento expropiatorio. 


3. Las consecuencias lesivas para la comunidad que se producirían por la excesiva dilación en las actividades de ejecución del plan, programa, proyecto u obra. 


4. La prioridad otorgada a las actividades que requieren la utilización del sistema expropiatorio en los planes y programas de la respectiva entidad territorial o metropolitana, según sea el caso.”


� “Articulo 63. Motivos de Utilidad Publica. Se considera que existen motivos de utilidad pública o de interés social para expropiar por vía administrativa el derecho de propiedad y los demás derechos reales sobre terrenos e inmuebles, cuando, conforme a las reglas señaladas por la presente ley, la respectiva autoridad administrativa competente considere que existen especiales condiciones de urgencia, siempre y cuando la finalidad corresponda a las señaladas en las letras a), b), c), d), e), h), j), k), l) y m) del artículo �HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/1997/ley_0388_1997_pr001.html" \l "58" \t "_blank"�58� de la presente ley. 


Igualmente se considera que existen motivos de utilidad pública para expropiar por vía administrativa cuando se presente el incumplimiento de la función social de la propiedad por parte del adquirente en pública subasta, de los terrenos e inmuebles objeto del procedimiento previsto en el capítulo VI de la presente ley.”


� “Articulo 13. Oficio de Adquisición. Corresponderá al Representante Legal de la entidad adquirente, previa las autorizaciones estatutarias o legales respectivas expedir el oficio por medio del cual se disponga la adquisición de un bien mediante enajenación voluntaria directa. El oficio contendrá la oferta de compra, la transcripción de las normas que reglamentan la enajenación voluntaria y la expropiación, la identificación precisa del inmueble, y el precio base de la negociación. Al oficio se anexará la certificación de que trata el artículo anterior. Este oficio no será susceptible de recurso o acción contencioso administrativa.”


� “Articulo 66. Determinación del Carácter Administrativo. La determinación que la expropiación se hará por la vía administrativa deberá tomarse a partir de la iniciación del procedimiento que legalmente deba observarse por la autoridad competente para adelantarlo, mediante acto administrativo formal que para el efecto deberá producirse, el cual se notificará al titular del derecho de propiedad sobre el inmueble cuya adquisición se requiera y será inscrito por la entidad expropiante en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a su ejecutoria. Este mismo acto constituirá la oferta de compra tendiente a obtener un acuerdo de enajenación voluntaria.”


� “Artículo 67. Indemnización y Forma De Pago. En el mismo acto que determine el carácter administrativo de la expropiación, se deberá indicar el valor del precio indemnizatorio que se reconocerá a los propietarios, el cual será igual al avalúo comercial que se utiliza para los efectos previstos en el artículo �HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/1997/ley_0388_1997_pr001.html" \l "61" \t "_blank"�61� de la presente ley. Igualmente se precisarán las condiciones para el pago del precio indemnizatorio, las cuales podrán contemplar el pago de contado o el pago entre un cuarenta (40%) y un sesenta por ciento (60%) del valor al momento de la adquisición voluntaria y el valor restante en cinco (5) contados anuales sucesivos o iguales, con un interés anual igual al interés bancario vigente en el momento de la adquisición voluntaria. 


Parágrafo 1°. El pago del precio indemnizatorio se podrá realizar en dinero efectivo o títulos valores, derechos de construcción y desarrollo, de participación en el proyecto o permuta. En todo caso el pago se hará siempre en su totalidad de contado cuando el valor de la indemnización sea inferior a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales al momento de la adquisición voluntaria o de la expropiación. 


Parágrafo 2°.  El ingreso obtenido por la enajenación de inmuebles a los cuales se refiere el presente capítulo no constituye, para fines tributarios, renta gravable ni ganancia ocasional, siempre y cuando la negociación se realice por la vía de la enajenación voluntaria.”


� Según lo expone la Corte Constitucional en sentencia C 1074 de 2002, ello se infiere “entre otras , de la utilización de la expresión “precio base de la negociación (artículo 13, Ley 9ª de 1989); de la existencia de un plazo para negociar (artículo 61, inciso 6°, Ley 388 de 1997); y del hecho que la etapa de negociación pueda terminar antes de ese plazo, porque el particular rechace cualquier intento de acuerdo (artículo 20, Ley 9ª de 1989).”


� Sentencia C 1074 de 2002, Exp.:  D-4062, Demandante: Omar Edgar Borja Soto, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa 


� Código de Procedimiento Civil. “Artículo 55. La sentencia que deniegue la expropiación es apelable en el efecto suspensivo; la que la decrete, en el devolutivo.”


� “Articulo 70. Efectos de la decisión de expropiación por vía administrativa. Una vez ejecutoriada la decisión por vía administrativa, por no haberse formulado el recurso de reposición dentro del término legal o por haber sido decidido el recurso interpuesto en forma negativa, la decisión producirá los siguientes efectos: 


(…)


2. La entidad que ha dispuesto la expropiación pondrá a disposición inmediata del particular expropiado, según sea el caso, el valor total correspondiente o el porcentaje del precio indemnizatorio que se paga de contado y los documentos de deber correspondientes a los cinco contados sucesivos anuales del saldo. Si el particular no retira dichos valores y los documentos de deber dentro de los diez días siguientes a la ejecutoria, la entidad deberá consignarlos en la entidad financiera autorizada para el efecto a disposición del particular, y entregar copia de la consignación al Tribunal Administrativo en cuya área de jurisdicción se encuentre ubicado el inmueble dentro de los diez (10) días siguientes, considerándose que ha quedado formalmente hecho el pago. 


(…)


4. En caso de que los valores y documentos de deber no se pongan a disposición del propietario o no se consignen dentro de los términos señalados en el numeral 2 de este artículo, la decisión de expropiación por vía administrativa no producirá efecto alguno y la entidad deberá surtir nuevamente el procedimiento expropiatorio. (…)”


� “Articulo 22. Transcurrido un mes sin que la entidad expropiante hubiere expedido la resolución por la cual se resuelve el recurso de reposición, éste se entenderá negado, y quedará en firme el acto recurrido. Incurrirá en causal de mala conducta el funcionario que no resuelva el recurso oportunamente. Pasado dicho término no se podrá resolver el recurso interpuesto. El término de caducidad de cuatro (4) meses de la acción de restablecimiento del derecho empezará a correr a partir del día en el cual quede en firme el acto recurrido. 


<Apartes tachados INEXEQUIBLES> Contra la resolución que ordene una expropiación en desarrollo de la presente ley procederán las acciones contencioso - administrativas de nulidad y de restablecimiento del derecho ante el Tribunal Administrativo competente, en única instancia. En estas acciones no procederá la suspensión provisional del acto demandado. El Tribunal Administrativo deberá dictar sentencia definitiva dentro del término máximo de ocho (8) meses, contados desde la fecha de la presentación de la demanda. El proceso contencioso administrativo terminará si transcurrido el término anterior no se hubiere dictado sentencia. 


Si la acción intentada fuere la de simple nulidad, ésta deberá interponerse dentro del mismo término de caducidad de la acción de restablecimiento del derecho para que proceda la abstención de que trata el artículo siguiente.”


� “Articulo 71. Proceso Contencioso Administrativo. Contra la decisión de expropiación por vía administrativa procede acción especial contencioso-administrativa con el fin de obtener su nulidad y el restablecimiento del derecho lesionado, o para controvertir el precio indemnizatorio reconocido, la cual deberá interponerse dentro de los cuatro meses calendario siguientes a la ejecutoria de la respectiva decisión. El proceso a que da lugar dicha acción se someterá a las siguientes reglas particulares: 


1. El órgano competente será el Tribunal Administrativo en cuya jurisdicción se encuentre el inmueble expropiado, en primera instancia, cualquiera que sea la cuantía. (…)”


� Folios 351 cuad. ppal.


� Folios 396 ibídem.
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